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			Prólogo

			La suscripción, el 26 de noviembre de 2014, del convenio de colaboración entre el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) y la Real Academia Española (RAE) supuso el inicio de una inédita andadura para la Justicia española, pues con esta actuación se pretendía dotarla, por primera vez en su historia, de un Libro de estilo de la Justicia y de un Diccionario del español jurídico.

			Este último fue presentado el mes de abril de 2016 y ha agotado ya varias ediciones. Pocos meses después, el Libro de estilo de la Justicia es ya una realidad gracias al fructífero maridaje entre la prestigiosa autoridad de la RAE fraguada a lo largo de sus más de trescientos años de historia y la envidiable posición del CGPJ para impulsar una más diáfana utilización del lenguaje por parte de los jueces y magistrados españoles, en aras de una mayor claridad expositiva de su argumentación que, sin duda, cosechará múltiples beneficios para la seguridad jurídica.

			Hay motivos para celebrar que este compendio de estilo colme con creces los objetivos que perseguía el acuerdo entre ambas instituciones, interesadas en que nuestro lenguaje jurídico alcance la calidad, modernidad, rigor y comprensión que reclama la sociedad del siglo XXI.

			La producción jurídica en España es monumental. Si reparamos solo en la actividad llevada a cabo en sede judicial, la cifra de 1 558 703 sentencias dictadas por los jueces y tribunales en el año 2015 ilustra por sí misma la trascendencia de disponer de unas pautas que faciliten al ciudadano su comprensión, dado que, a diferencia de un escritor de ficción, el jurista no trabaja con personajes, sino que lo hace con personas, estando obligado a huir de imprecisiones, sobreentendidos o ambigüedades.

			En efecto, el ciudadano es el protagonista de la mayoría de las decisiones que se adoptan en el mundo jurídico, por lo que una sociedad avanzada, capaz de generar tan ingente cantidad de documentación, debe saber garantizar, al mismo tiempo, una comunicación fluida con el consumidor de la justicia.

			La comprensión que un mensaje genera en su receptor es el indicio más eficiente para valorar el éxito de cualquier comunicación, idea de la que nuestra Justicia no escapa.

			Comunicar con eficiencia no depende del azar. Quizás, tenga algo que ver con la intuición, pero serán la experiencia y la reflexión las verdaderas guías de este proceso pues, como enseña Aristóteles, la excelencia más que un acto es un hábito.

			En la ceremonia de apertura del año judicial 2015-2016 centré mis reflexiones en torno a las señas de identidad del Tribunal Supremo del siglo XXI y enfaticé la importancia del lenguaje claro y comprensible como instrumento de una transparencia que, más allá de la idea de mera publicidad procesal, afiance la confianza del ciudadano en los tribunales.

			Destacadamente, puse de manifiesto que el Tribunal Supremo no puede ser el tribunal invisible, sin rostro, que denuncia Kafka en su conocida obra El proceso; al contrario, sus sentencias han de ser fácilmente comprensibles dada su extraordinaria repercusión y valor pedagógico.

			No en vano, la Carta de Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia, aprobada como proposición no de ley por el pleno del Congreso de los Diputados el 16 de abril de 2002, señalaba en su primera parte, bajo el título «Una Justicia moderna y abierta a los ciudadanos», una serie de principios para alcanzarla. Entre ellos, contemplaba el reconocimiento del derecho del ciudadano a que las sentencias y demás resoluciones judiciales se redacten de forma que sean comprensibles para sus destinatarios, empleando una sintaxis y estructura sencillas, sin perjuicio de su rigor técnico.

			Estos objetivos son también perceptibles a nivel internacional. Las recientes Recomendaciones para el lenguaje claro y comprensible para el dictado de resoluciones judiciales, aprobadas en la XVIII Cumbre Judicial Iberoamericana celebrada en Panamá en septiembre de 2015, llegan a poner de manifiesto que la legitimidad de la judicatura está ligada a la claridad y calidad de las resoluciones judiciales, lo que se relaciona con el derecho fundamental al debido proceso.

			Lejos de erosionar la creatividad, el Libro de estilo de la Justicia la estimula, asegurando que la personalidad del autor de un texto transite por los contornos de la inteligibilidad pues, como dijo Soledad Puértolas «el lenguaje es uno de los juegos más esenciales y que más definen a las personas». 

			El enorme valor de esta sistematización de pautas de estilo reside en el deseo de superar algunos usos inadecuados del lenguaje, poniendo a disposición de jueces, abogados, procuradores, ciudadanos y administraciones, una herramienta moderna y de gran utilidad para procurar cierta homogeneización de la producción jurídica escrita, equiparando nuestra Justicia a los sistemas jurisdiccionales europeos, como ocurre en el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, que, desde hace años, dispone de un prontuario o vademécum de estilo.

			En efecto, en ese ámbito supranacional, desde su primera publicación en 1993, el Vademécum del editor o Libro de estilo interinstitucional, disponible en todas las lenguas oficiales de la Unión, se ha convertido en un instrumento indispensable no solo para el Tribunal de Luxemburgo, sino también para el resto de las instituciones y órganos de la Unión Europea.

			Ciertamente, el lenguaje forense —o, en términos más amplios, el lenguaje jurídico— comporta la utilización de construcciones sintácticas complejas y se vale de un léxico especializado de una gran densidad técnica, lo que, quizás, justifique titulares como «El incomprensible lenguaje de la justicia», aparecido en un periódico de tirada nacional hace algunos años.

			Quizás, el desarrollo y la generalización del uso de la informática, fuente de múltiples ventajas para la sociedad, haya propiciado también algunas disfunciones directamente relacionadas con el tratamiento automatizado de textos, pues su utilización irreflexiva genera también composiciones desmesuradas y desordenadas, difíciles, en consecuencia, de leer y de asimilar, evocando la incisiva crítica de Baltasar Gracián relativa a que algunos estiman los libros por su corpulencia, «como si se escribiesen para ejercitar antes los brazos que los ingenios».

			El Servicio de Atención al Ciudadano del CGPJ ha recibido numerosas quejas, motivadas por el uso de un lenguaje jurídico «críptico y oscuro», especialmente en aquellos procedimientos en los que no es preceptiva la asistencia letrada. El Informe de la Comisión de Modernización del Lenguaje Jurídico da cuenta de que los barómetros de opinión del CGPJ muestran que un 82% de los ciudadanos considera que el lenguaje jurídico es excesivamente complicado y difícil de entender.

			Al igual que ocurre en otras disciplinas, como la medicina o la física, que cuentan con una gama propia de vocablos especializados, el rigor conceptual impedirá que puedan desparecer del lenguaje jurídico términos tales como prescripción, enfiteusis o interdicto, pero esa tecnificación del léxico no debe estar reñida con la claridad a cuya consecución aspira, precisamente, este Libro de estilo de la Justicia.

			En efecto, dentro del pleno respeto a la gramática y a la ortografía, así como al rigor que reclama un lenguaje tan específico como lo es el lenguaje jurídico, homogeneizar el uso de las mayúsculas y minúsculas, de las expresiones numéricas, de las abreviaturas, siglas y acrónimos o, en fin, de los topónimos y gentilicios, entre otros muchos aspectos, contribuirá al ideal de sencillez del magisterio machadiano que, por ejemplo, nos muestra Juan de Mairena cuando le pide a un alumno que escriba en términos poéticos «los eventos consuetudinarios que acontecen en la rúa» y este responde con la nítida y comprensible frase de «lo que pasa en la calle».

			Sin duda, tenía razón William Somerset Maugham cuando afirmaba que «escribir con sencillez es tan difícil como escribir bien». Estoy convencido que este Libro de estilo de la Justicia contribuirá a ambos designios.

			Noviembre de 2016

			CARLOS LESMES SERRANO
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial

			 

		

	
		
			Presentación

			Hemos llamado a esta obra Libro de estilo de la Justicia, pero no servirá exclusivamente a quienes ejercen las funciones constitucionales de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. Justicia vale aquí por derecho. Estas son nociones que a veces, en el lenguaje ordinario, se tienen por intercambiables, aunque en el lenguaje técnico la justicia es solo una parte del complejo universo del derecho.

			Usamos, sin embargo, Justicia en el título porque al Consejo General del Poder Judicial se debe la iniciativa de acordar con la Real Academia Española la preparación de algunas obras que contribuyan a mejorar la claridad del lenguaje jurídico; especialmente el de quienes tienen a su cargo la función de juzgar, así como el de sus colaboradores y auxiliares. Pero, como los problemas de uso de la lengua con que se enfrentan los legisladores y las Administraciones públicas no son muy diferentes, el Libro de estilo de la Justicia se ha propuesto ser útil a todos los operadores jurídicos, cualquiera que sea el poder del Estado al que pertenezcan o con el que se relacionen. También, desde luego, a los ciudadanos, que son los destinatarios finales de la mayoría de las normas y decisiones, y quienes se benefician de ellas o soportan sus agravios.

			Este texto complementa el Diccionario del español jurídico (DEJ), preparado también en el marco de la colaboración entre las dos instituciones citadas, cuya primera entrega fue publicada en abril de 2016. Esperamos presentar pronto la versión panhispánica de la obra, muy ampliada, con la que concluirá esta fase del trabajo programado.

			El buen uso del lenguaje ha sido asunto grave desde que empezaron a formarse en España sistemas normativos locales, separados del derecho romano, y también una cuestión no resuelta nunca de manera del todo satisfactoria, como se deduce de que pueda encontrarse repetidamente planteada en todas las épocas hasta la actualidad.

			Por lo que afecta al legislador, tanto en los fueros y ordenamientos medievales como en las compilaciones que se promulgaron sucesivamente, se encuentran abundantes referencias a cómo deben interpretarse las palabras de las leyes. Por ejemplo, la ley II del título XXVII del Ordenamiento de Alcalá se refiere a «cómo deben entenderse las palabras de las Leys, e Fueros, e Ordenamientos…». La legislación vigente estaba formada entonces por normas de diferentes épocas y fuentes, que se fueron acumulando por aluvión, sin reglas claras sobre cuál de ellas era preferente. Elegir la norma aplicable y resolver acerca de a quién correspondía hacerlo fue el primero de los problemas.

			Cuando los filósofos y los políticos ilustrados empezaron a pugnar por la promulgación de leyes claras, tenían presente, sobre todo, la enorme dificultad de conocer el derecho a causa del caótico desorden que habían heredado.

			El remedio principal se orientó a la ordenación de lo legislado por medio de códigos que integraran las reglas y principios jurídicos conforme a una sistemática adecuada. Además, se propugnó que su redacción se atuviera al paradigma lingüístico que Montesquieu había propuesto en el libro XXIX de L’Esprit des Lois: «Es esencial que las palabras susciten a los hombres las mismas ideas. Se deben evitar las expresiones vagas, así como el lenguaje metafórico o figurado. Es preciso evitar las cláusulas abiertas. Las leyes no deben ser sutiles. No deben emplear más palabras que las estrictamente necesarias. Las leyes deben ser estables y necesarias…».

			La fórmula recorrió Europa durante los siglos XVIII y XIX, con irregular fortuna en sus aplicaciones prácticas. En el caso de España, a pesar de la convicción con que la Constitución de 1812 se sumó al ideal codificador, no terminó la codificación civil hasta 1889. La del derecho público, pese a los buenos propósitos de algunos juristas del mismo siglo, no se intentó nunca.

			Los arreglos que trajo la codificación no se limitaron a recoger, en cuerpos normativos únicos y accesibles, toda la legislación de una rama del derecho, sino que fue fundamental la identificación de los problemas concernientes a su aplicación e interpretación. Establecer que una norma debe entenderse implícitamente derogada cuando es contradicha por otra posterior de igual o superior rango fue un principio de orden extraordinariamente importante. Convirtió, en buena medida, los problemas de sucesión de normas y de elección de las reglas aplicables en un asunto lingüístico. La aplicación de aquel principio requería examinar los orígenes y sentido de la ley, pero también, sobre todo, sus palabras (así, todavía hoy, en el Código Civil, artículo 3.1).

			Las costuras de la gran obra codificadora empezaron a romperse por la presión de un torrente de normas nuevas, sobre las mismas materias, que no cabían en aquellos textos únicos, pero que no cesaban de brotar de los Parlamentos nacionales. Sin embargo, los viejos ideales ilustrados no cambiaron, y la preocupación por la claridad del lenguaje se ha mantenido a lo largo del tiempo pese al desorden legislativo característico de los ordenamientos europeos actuales. Es más, la claridad ha acabado consagrándose como requisito de validez de las normas y no como una simple cortesía. Una ley desordenada, imprecisa y que use un lenguaje oscuro, que no pueda ser entendido por un operador razonable, ha de ser considerada inválida cuando vulnera o limita los derechos de los destinatarios de sus mandatos, como han recordado en diversas ocasiones tanto nuestro Tribunal Constitucional como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

			En los ámbitos de la Justicia, la utilización adecuada del lenguaje ha tenido su propia historia, marcadamente distinta de la que acabo de recordar. El juez no tiene atribuida, en principio, la función de crear derecho, sino la de decirlo (iurisdictio)o declararlo partiendo de fuentes externas a su dominio como la ley o la costumbre. Su tarea se inserta en el proceso de aplicación del derecho, por lo que resulta importante que se advierta en su discurso cuáles son los hechos que juzga y por qué estima de aplicación un determinado precepto. 

			La importancia de la motivación de las decisiones ha cumplido funciones no siempre idénticas. Durante el Antiguo Régimen, los jueces y tribunales adquirieron una gran preeminencia en la función de resolver controversias, hasta el punto de que llegaron a condicionar la aplicación de las leyes sustituyendo sus mandatos por el criterio del juzgador. Podían ellos crear derecho para resolver cada caso. Tiene sentido que en este contexto no se diera importancia a la motivación de las sentencias y que incluso se prohibiera. Dos textos ilustran esta situación. En el siglo XVII, Castillo de Bovadilla se queja en su Política de corregidores y señores de vasallos de lo siguiente: «El día de hoy es mucho de dolor y de exclamar lo mucho que se usa el albedrío en los juicios contra o fuera de la disposición de las leyes […]. No se guarda en esto ni el derecho ni la razón escrita y casi en unos negocios y otros y en unos y otros tribunales se juzga por albedrío». Se separaban los jueces de las leyes, por tanto, creaban la solución para el caso y decidían sin explicaciones. Es más, la motivación se consideraba desaconsejable e inapropiada, como revela la Ley 11.16.8 de la Novísima Recopilación, que se levanta contra algún tribunal que había asumido la práctica de motivar: «Para evitar los perjuicios que resultan con la práctica que se observa en la Audiencia de Mallorca de motivar sus sentencias, dando lugar a cavilaciones de los litigantes, consumiendo mucho tiempo en la extensión de las sentencias, que vienen a ser un resumen del proceso, y las costas que a las partes se siguen: mando cese dicha práctica ateniéndose a las palabras decisorias como se observa en mi Consejo y en la mayor parte de los Tribunales del Reyno y que, a ejemplo de lo que va prevenido para la Audiencia de Mallorca, los Tribunales ordinarios, incluso los privilegiados, excusen de motivar las sentencias, como hasta aquí, con los vistos y atentos en que se refería el hecho de los autos y los fundamentos alegados por las partes».

			La reacción contra esta clase de jurisprudencia llegó con la consagración del principio de separación de poderes, que impedía a los jueces y tribunales interferirse de cualquier manera en las funciones legislativa o ejecutiva. La nueva ordenación trajo consigo diversas consecuencias, entre ellas la prohibición de que los jueces interpretaran las leyes. Debían actuar como simples agentes del legislador, ateniéndose a la literalidad de las reglas legales sin modificarlas con interpretaciones. En un Estado ordenado bajo el principio de separación de poderes, el juez debe limitarse a ser, como había escrito Montesquieu, «la bouche qui prononce les paroles de la loi». En caso de dudas no había que interpretar, sino preguntarle al legislador qué es lo que quiso decir al redactar la ley. Y se idearon fórmulas para hacerlo (en Francia, el référé législatif).

			El constitucionalismo atribuyó al lenguaje el protagonismo que ha mantenido hasta hoy en el proceso de aplicación judicial del derecho. Con el paso de los años se eliminaron también las limitaciones a la potestad de interpretar.

			La importancia de la interpretación basada en la literalidad de las normas supera en la práctica a cualquier otro criterio. A veces conduce a considerar que las leyes contienen prescripciones más amplias, o parcialmente distintas, que las que justificaron su promulgación o, incluso, que sirven para resolver problemas que no pasaron por la mente del Parlamento que las aprobó. «Las leyes son más sabias que el legislador», reza un aforismo que resume la tensión entre la palabra escrita y el pensamiento del autor. Pocas veces se da prioridad a la intentio sobre la palabra, salvo casos de extrema oscuridad del texto.

			Las Administraciones públicas han llegado mucho más tarde que los poderes legislativo y judicial a asumir la importancia del buen uso del lenguaje. También se ha retrasado el sometimiento pleno de sus decisiones a la ley y al derecho y, en este contexto, el poder ejecutivo se ha valido de su prepotencia para no molestarse en dar explicaciones sobre lo que decide. 

			A medida que se ha refinado y ampliado el control judicial de la Administración pública, han ido cambiando progresivamente las tornas, hasta el punto de que, en la actualidad, aquella es, entre los demás poderes públicos, la más constreñida a usar correctamente el lenguaje. La razón es que la acción administrativa es el dominio en el que el razonamiento y la motivación más repercuten en la validez de las decisiones o, si se prefiere, el ámbito en que más ampliamente se controla el buen uso del lenguaje.

			La exigencia de motivación se ha extendido a cualquier norma o resolución administrativa. No basta con una simple explicación, sino que esta tiene que ser razonable, estar bien construida, resultar suficiente. Tiene el lenguaje un papel esencial en todo ello. Los últimos pasos dados por la jurisprudencia consisten en exigir a los órganos administrativos calidad del razonamiento, requisito que solo se cumple si los textos tienen una redacción adecuada y clara. 

			Los abogados, por último, son los colaboradores de la justicia que, a lo largo de la historia, más veces han sido objeto de acusaciones, razonables o insidiosas, de falta de claridad en sus discursos y escritos. El asunto es antiguo y cuenta con magníficas descripciones literarias. Muchas de ellas incluyen sus prácticas entre el compendio de martingalas de los pícaros, de los que seguramente no se diferenciaron mucho algunos voceros de los primeros tiempos del oficio. El problema empezó a arreglarse con las sucesivas regulaciones de la profesión de abogado, que impusieron condiciones al acceso, requisitos de formación, límites a los honorarios, etc.

			Desde un punto de vista lingüístico, muchas críticas consideraron que los escritos de los abogados eran farragosos, innecesariamente extensos y sembrados de citas artificiosas. Estos revoltijos de palabras confundían también a los justiciables y no ayudaban a entender ni el problema enjuiciado ni los criterios que podrían utilizarse para resolverlo.

			Las primeras regulaciones de la profesión también se fijaron en los desordenados escritos de los abogados e impusieron algunas prohibiciones con el objeto de mejorarlos. La más llamativa se refería a las citas. Los alegatos estaban plagados de citas de glosadores y comentaristas, que, a veces, eran incluso contradictorias entre sí. Para evitar tanta referencia inútil, Juan II dictó en 1427 una pragmática que prohibía citar opiniones posteriores a Juan Andrés y Bartolo. Y los Reyes Católicos prescribieron que los únicos autores que podían citarse en lo sucesivo serían Bartolo de Sassoferrato, Baldo de Ubaldi, Juan Andrés y el Abad Panormitano. Las Ordenanzas de Abogados y Procuradores, promulgadas por los Reyes Católicos el 14 de febrero de 1495, fueron la regulación más importante de la abogacía desde entonces hasta el siglo XIX.

			Las restricciones a la libre composición de textos fueron desapareciendo hasta liberarse del todo con el constitucionalismo. Actualmente los abogados son los operadores jurídicos sobre los que menos prescripciones pesan respecto del uso del lenguaje. No están obligados a que sus alegaciones sean impecablemente razonadas y claras, aunque les va en ello el progreso y el éxito en el ejercicio de su importante y hermosa profesión. Les interesa la calidad a ellos mismos y deben velar por que sus escritos manejen impecablemente el lenguaje.

			Curiosamente, las críticas que más frecuentemente se hacen en la actualidad a los escritos de los abogados coinciden con las históricas en reprobar el maremágnum de cuestiones que abordan y el tedio que provocan. La causa principal es la falta de concisión, las digresiones prescindibles de las que abusan. Su extensión viene facilitada por los medios electrónicos que usamos para escribir, que favorecen el reciclaje sin esfuerzo de textos usados, y por las bases de datos, que hacen sencillas la reproducción y la cita.

			La corrección de estos vicios debería comprender también a los escritos de algunos jueces y tribunales que, usando las mismas estrategias, están llenos de referencias autocomplacientes y excesivas, que no dan ejemplo y estropean su discurso. Pero, como en los tiempos, ya remotos, de las regulaciones castellanas de la abogacía, el Tribunal Supremo acaba de imponer pautas a las que han de atenerse los recursos de casación que se planteen ante su Sala Tercera de lo Contencioso-Administrativo: los escritos de interposición y contestación tendrán una extensión máxima de 50000 caracteres con espacio, equivalentes a 25 folios; los de preparación y oposición han de tener 35000 caracteres, medidos con el mismo criterio. La extensión máxima incluye las notas a pie de página, esquemas y gráficos que eventualmente pudieran incorporarse (Acuerdo de 20 de abril de 2016, de la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, que incluye otras varias prescripciones ortotipográficas). Es una manera de empezar a corregir malas prácticas, aunque tendrán que emplearse estos criterios con flexibilidad, dado que la complejidad de los asuntos no es uniforme.

			Este Libro de estilo de la Justicia ha sido concebido con el propósito de ayudar al buen uso del lenguaje en todos los ámbitos donde el derecho se crea y aplica. 

			Describe al comienzo las características del derecho como lenguaje técnico y aconseja sobre las maneras de librarlo de algunas adherencias históricas y expresiones que no resultan fácilmente comprensibles y que pueden sustituirse por construcciones lingüísticas más modernas y accesibles. Pero una buena parte del Libro está dedicada a advertir sobre los malos usos y equivocaciones corrientes en la organización de los párrafos, la utilización del género, el número, los latinismos, el régimen de las concordancias, o sobre cómo evitar los errores de construcción o anacolutos. Aparecen, unas tras otras, las reglas generales, pero siempre considerando sus aplicaciones y particularidades en el lenguaje jurídico. Están tratados los problemas semánticos, de significado y sentido; recordadas las reglas de acentuación gráfica, las concernientes a la unión y separación de palabras, el uso de la puntuación y de las mayúsculas, y la ortografía de las expresiones numéricas, entre otras muchas cuestiones. Se cierra esta parte con un capítulo sobre ortotipografía.

			La obra se apoya fundamentalmente en la doctrina establecida por la Real Academia Española, desarrollada a lo largo de sus trescientos años de trabajo, ampliada y adaptada aquí a las peculiaridades del lenguaje jurídico. El amplio vocabulario que se ha incluido en la parte final procede esencialmente del Diccionario del español jurídico (DEJ), recientemente editado por la RAE y el CGPJ. Se han seleccionado de dicha obra vocablos de uso más frecuente, pero la información complementaria de las definiciones, que en el DEJ se refiere siempre a las fuentes jurídicas de cada palabra, locución o expresión, se ha sustituido en este Libro de estilo por advertencias sobre formas y usos incorrectos de las voces. Con este fin se ha utilizado también el Diccionario panhispánico de dudas (DPD),editado por la RAE.

			Confiamos en que la obra sea bien acogida y alcance su objetivo de contribuir al buen uso del español por todos los actores del mundo del derecho. Está en juego un mejor funcionamiento de nuestro Estado, la calidad de sus instituciones y la plena realización de los derechos de los ciudadanos.

			SANTIAGO MUÑOZ MACHADO

		

	
		
			Información preliminar

			ESTRUCTURA DE LA OBRA

			Este Libro de estilo de la Justicia consta de tres bloques de contenido: 

			1.	El primer bloque reúne información lingüística orientada a la escritura de textos dentro del ámbito jurídico. Este bloque está constituido por dieciséis capítulos agrupados en cinco partes:

			•	La primera parte da cuenta de las características del lenguaje jurídico y reflexiona sobre la importancia de la claridad y precisión en la elaboración de sus textos.

			•	La segunda aborda los principales géneros y tipos de discursos utilizados en los documentos jurídicos, y lleva a cabo un análisis del uso que en ellos se hace de elementos textuales como son el párrafo y las enumeraciones.

			•	La tercera parte se centra en cuestiones propiamente gramaticales relativas a la morfología y la sintaxis, tanto dentro de la oración simple como en el marco de la oración compuesta. 

			•	La cuarta parte constituye una aproximación a los problemas que se plantean en la interpretación de los textos en lo referente a su significado y su sentido.

			•	La quinta parte está íntegramente dedicada a la ortografía y en ella se ofrecen pautas para la escritura correcta de textos en cuanto a su acentuación gráfica, su puntuación, el uso apropiado de las mayúsculas, la escritura de unidades léxicas, de abreviaciones gráficas y símbolos, de expresiones numéricas, de extranjerismos y de topónimos. Además se recogen algunas recomendaciones de tipo ortotipográfico. 

			La información dentro de este primer bloque se presenta categorizada en diferentes niveles. En el texto base que expone los contenidos lingüísticos, se intercalan advertencias de carácter general, remarcadas entre dos líneas, que pretenden aclarar dudas y evitar incorrecciones, y también recuadros informativos, delimitados con una trama gris, donde se ofrece información útil en la escritura de textos jurídicos, se describen usos específicos de estos textos o se corrigen errores frecuentes en ellos. Por otra parte, algunos de los contenidos se presentan organizados en tablas que sintetizan información compleja o destacada.

			2.	El segundo bloque tiene forma de vocabulario. Sus artículos constituyen una selección de palabras y expresiones que son propias del léxico jurídico o que, perteneciendo al léxico general, se emplean habitualmente en este ámbito. De cada una de ellas, se ofrece su significado y, allí donde resulta oportuno y necesario, indicaciones gramaticales o semánticas sobre su uso con el fin de evitar incorrecciones y solucionar dudas. Estas indicaciones aparecen siempre precedidas del signo n. Entre estas entradas se encuentra además un repertorio de expresiones y locuciones latinas, así como de regulae iuris.

			Las entradas aparecen ordenadas alfabéticamente. La mayor parte están encabezadas por lemas simples que corresponden a la palabra a la que se refiere la explicación que ofrecen. Los lemas formados por más de una palabra se integran en la serie alfabética teniendo en cuenta todos sus componentes, como si formasen una sola palabra: 

			inicuo -cua.Malvado o injusto: Recibió un trato inicuo. n No debe confundirse con inocuo (‘inofensivo’; → inocuo).

			in illiquidis non fit mora.No hay mora en las deudas ilíquidas.

			in integrum.Por entero.

			iniquidad. Injusticia o maldad: Era víctima de su iniquidad. n No debe confundirse con inequidad (‘desigualdad’; → inequidad).

			Las locuciones en español se lematizan, por lo general, en el sustantivo que contienen o en otra palabra significativa que incluyan: la información sobre en relación con hay que buscarla en la palabra relación; no caber duda está recogidaen duda; acertar a está en acertar. 

			Cuando varias de estas locuciones comparten una misma palabra por la que lematizarse, todas aparecen comentadas bajo ella y ordenadas alfabéticamente. Así, la información sobre las locuciones acción de despojo y acción de devastación hay que buscarlas bajo la voz acción; y caso fortuito, caso de y en el caso de se encuentran bajo caso.

			Sin embargo, las entradas dedicadas a las locuciones nominales españolas cuya primera palabra es el sustantivo que constituye su núcleo, se encabezan por esas mismas locuciones siempre que el sustantivo no sea objeto de ningún otro comentario ni sea común a otra locución contemplada en esta obra: 

			crimen de lesa humanidad.Crimen de especial gravedad, como el asesinato, el exterminio, la esclavitud, la deportación o el traslado forzoso de población, la privación grave de la libertad o la tortura, que se comete como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque.

			Igualmente, todas las locuciones y expresiones en otras lenguas se tratan en entradas independientes encabezadas por ellas mismas: 

			contracting out. Procedimiento establecido en algunas organizaciones internacionales consistente en que la decisión solo es aplicable a los Estados miembros que hayan votado a favor.

			contra legem facit qui id facit quod lex prohibet, in fraudem vero qui salvis verbis legis sententiam eius circumvenit.Obra contra la ley quien hace lo que la ley prohíbe y, en fraude de ley, quien salvando sus palabras tergiversa su sentido.

			contra legem.Contra la ley.

			contralmirante. Oficial general de la Armada. n Es común en cuanto al género (→ 6.1.2): el/la contralmirante. Es preferible esta forma a la variante contraalmirante.

			Cuando una voz tiene doble acentuación admitida, la forma preferida o empleada mayoritariamente se sitúa en primer lugar: 

			cartel o cártel.1. Convenio entre empresas para evitar la competencia. ǀǀ 2.Organización ilícita que trafica con drogas o con armas.

			Si las entradas se refieren adjetivos o sustantivos con variación de género, la terminación del femenino aparece indicada tras la forma del masculino: 

			alcalde -desa. Máximo órgano unipersonal ejecutivo del ayuntamiento, a quien corresponde la presidencia del pleno y de la comisión municipal de gobierno. n El femenino es alcaldesa: la alcaldesa, no⊗la alcalde (→ 6.1.2). Se escribe siempre con minúscula (→ 11.4.4.1). 

			En aquellos sustantivos comunes en cuanto al género que tienen, además, una forma específica de femenino, esta se registra en una entrada independiente, desde la que se remite a la principal:

			presidenta.→ presidente.

			presidente.1.Persona que preside un gobierno, consejo, tribunal, junta, sociedad, etc. ǁ 2. En una república, jefe del Estado. n Por su terminación, puede funcionar como común en cuanto al género (el/la presidente; → 6.1.2), pero el uso mayoritario ha consolidado el femenino específico presidenta. Se escribe siempre con minúsculas (→ 11.4.4.1).

			En el lema de los verbos aparece la terminación -(se) cuando alguna de las acepciones comentadas en los artículos dedicados a cada uno de ellos se emplea en forma pronominal. Naturalmente, en los verbos que solo tienen o de los que solo se comentan usos pronominales, se prescinde de estos paréntesis en el lema:

			defender(se). Proteger(se) de un daño: defenderse DE las acusaciones; defenderse CONTRA los agresores.

			ensañarse. Deleitarse en causar el mayor daño posible a alguien o algo: ensañarse CON la víctima; ensañarse CONTRA el más débil. nEs menos frecuente su uso con la preposición en: ensañarse EN los manifestantes.

			En las definiciones de las entradas de algunos verbos se utilizan corchetes [ ] para encerrar el complemento directo en usos transitivos. Debe tenerse en cuenta que los corchetes indican cuál es el complemento directo del verbo definido, no del verbo empleado en la definición. Además, dentro de los ejemplos a menudo se resaltan algunos elementos en VERSALITAS, como la preposición que introduce complementos regidos y ciertos complementos: 

			obligar(se).1.Forzar [a alguien] a que haga algo: LA obligó A elegir. ǁ 2. Comprometerse a cumplir algo: Se obligó A cuidarlos.

			3.	El tercer bloque está constituido por ocho apéndices que ofrecen los siguientes contenidos: 

			APÉNDICE 1: Abreviaturas 

			APÉNDICE 2: Siglas

			APÉNDICE 3: Símbolos alfabetizables

			APÉNDICE 4: Símbolos o signos no alfabetizables

			APÉNDICE 5: Numerales

			APÉNDICE 6: Cargos y tratamientos

			APÉNDICE 7: Comunidades y ciudades autónomas, con sus provincias, capitales y gentilicios

			APÉNDICE 8: Países y capitales, con sus gentilicios

			Al comienzo de cada apéndice figuran las advertencias específicas para su interpretación.

			CUESTIONES GENERALES

			En la redacción del texto, se ha atendido al criterio general de limitar, en la medida de lo posible, el uso de tecnicismos lingüísticos excesivamente especializados. Allí donde ha sido necesario emplearlos se ha procurado que el contexto o una breve explicación permitan su comprensión. 

			REMISIONES

			En esta obra son frecuentes las remisiones de unos bloques a otros o dentro de un mismo bloque. Para remitir a otro punto del texto, a un apéndice o a una entrada en el bloque dedicado al léxico se ha empleado el símbolo →. Tras la flecha aparecerá la numeración del epígrafe en que se encuentra la información, el apéndice indicado o la entrada correspondiente, respectivamente, a los que se puede acudir para localizar la información.

			EJEMPLOS

			En su mayor parte, los ejemplos empleados en esta obra están inspirados en textos reales localizados tanto en los corpus de la Real Academia Española como en el corpus de sentencias al que permite acceder el buscador de jurisprudencia del Consejo General del Poder Judicial. 

			SIGNOS Y RECURSOS GRÁFICOS

			A lo largo de esta obra se emplean diversos signos y recursos gráficos cuya clave de interpretación se ofrece a continuación.

			El símbolo tt se antepone a las formas, citas o ejemplos que ilustran usos incorrectos o desaconsejados en la norma culta:

			No debe usarse la forma masculina para referirse a una mujer como si fuesen comunes en cuanto al género: ⊗la abogado, ⊗la letrado; debe decirse la abogada, la letrada.

			No es correcto poner en plural el adjetivo antepuesto si se coordinan sustantivos en singular: ⊗Destruyó SUS PROPIOS reino y dinastía; debió decirse SU PROPIO reino y dinastía.

			El símbolo * indica agramaticalidad, esto es, inadecuación al sistema de la lengua: 

			*juicio justo de faltas

			En algunos textos utilizados como ejemplos, se han sombreado las expresiones inapropiadas o incorrectas. Las correcciones propuestas en la columna de la derecha aparecen en un recuadro y resaltadas en negrita.

          
  
    	Los criterios para la clasificación del personal estatutario, basados en las funciones a desarrollar...

    	Los criterios para la clasificación del personal estatutario, basados en las funciones que va a desarrollar...

  



			REPRESENTACIÓN DE LOS SONIDOS

			La voluntad de prescindir, en la medida de lo posible, de tecnicismos lingüísticos se ha concretado también en el modo de representar los fonemas del español (unidades lingüísticas correspondientes a los sonidos con los que se articulan las palabras) para dar cuenta de la pronunciación de algunas voces. En el cuadro siguiente se muestra la correspondencia entre grafías (en cursiva) y fonemas (entre barras) según el sistema adoptado en esta obra. 

			[image: Imagen 01]

[image: Imagen 02]

          Las mismas correspondencias se utilizan cuando se representa la pronunciación concreta de palabras o expresiones, que aparece entre corchetes. Dentro de ellos se señala siempre con una tilde la vocal tónica, aunque a la palabra cuya pronunciación se representa no le corresponda llevar acento gráfico según las reglas de acentuación. Ejemplos: [kása] por casa; [gérra] por guerra; [zapáto, sapáto] por zapato. Como se ve en este último ejemplo, se indica siempre, en segundo lugar, la pronunciación propia de las zonas de seseo. 

			 

		

	
		
			Abreviaturas y signos empleados en esta obra

			ABREVIATURAS

			abrev.        abreviatura

			acrón.        acrónimo

			al.        alemán

			apoc.        apocopado -da

			ár.        árabe

			art.        artículo

			cap.        capital

			cf.        confróntese

			fem.        femenino

			Filol.        filología

			fr.         francés

			gent.        gentilicio

			ingl.        inglés

			it.        italiano

			lat.        latín

			lib.        libro

			Ling.        lingüística

			lit.        literalmente

			Mat.        matemáticas

			Mús.        música

			neer.        neerlandés

			pl.        plural

			pron.        pronunciación

			sust.        sustantivo

			tb.        también

			tít.        título

			SIGNOS 

			n        Señala el comienzo de la información normativa en las entradas del bloque del LÉXICO.

			⊗        Precede a las formas consideradas incorrectas y a los ejemplos que ilustran usos no aceptados en la norma culta.

			*        Se antepone a las construcciones agramaticales.

			→        Indica remisión a otro lugar del texto.

			/        Separa alternativas. || Representa el final de línea o renglón. 

			/ /        Enmarcan fonemas.

			‘ ’        Enmarcan las definiciones o glosas.

			[ ]        Enmarcan la pronunciación de palabras o expresiones. || Señalan el complemento directo en las definiciones de usos verbales transitivos del bloque de LÉXICO.

			[…]        En medio de una cita, indica que se ha suprimido un fragmento del texto original.

			.        Señala la frontera entre dos sílabas.

			>        Significa ‘pasa a’.

			<        Significa ‘procede de’.

			+        Indica combinaciones o concatenaciones.

			=        Indica equivalencias.

			¶         Antecede a la información adicional que se ofrece en algunas entradas de los apéndices 1 y 6.

			 

		

	
		
			
PRIMERA PARTE
El lenguaje jurídico


		

	
		
			
CAPÍTULO 1
El lenguaje jurídico


			Se denomina lenguaje jurídico a la variedad del idioma que se utiliza en los textos legales, judiciales, administrativos, notariales y otros concernientes a la aplicación y la práctica del derecho, como los producidos por los abogados y otros colaboradores de la justicia. Los primeros emanan del poder legislativo del Estado, de las comunidades autónomas o de la Unión Europea y son complementados por normas reglamentarias, de jerarquía inferior a la ley, que están habilitados para dictar, en el orden de sus respectivas competencias, diversos organismos administrativos. Las normas constitucionales, legales y reglamentarias regulan las instituciones públicas, delimitan los derechos de los ciudadanos y establecen las garantías para asegurar su pleno ejercicio.

			El poder judicial juzga las controversias a que da lugar la aplicación e interpretación de las normas, y se ocupa de ejecutar lo juzgado. La actividad judicial requiere normalmente incitación de los interesados, que actúan a través de abogados que asesoran, emiten dictámenes y preparan los escritos procesales de las partes, especialmente, demandas, contestaciones y pruebas. Los juzgados y tribunales impulsan el proceso y resuelven las pretensiones de las partes mediante autos y sentencias.

			Los demás operadores jurídicos están al servicio de la seguridad jurídica y del correcto funcionamiento del Estado de derecho (notarios, registradores, secretarios, interventores, organismos administrativos independientes y de control) y pueden tener atribuidas competencias de vigilancia, de inspección, sancionadoras, arbitrales, de resolución de recursos, etc. Generan, en ejercicio de sus funciones, una documentación jurídica muy amplia y relevante.

			1.1	EL LENGUAJE JURÍDICO COMO TECNOLECTO O LENGUA DE ESPECIALIDAD

			El elemento compositivo -lecto significa ‘forma de habla característica de alguien’: de un individuo (idiolecto), de un grupo social (sociolecto) o de una variedad geográfica (dialecto).

			La voz tecnolecto se utiliza para referirse a las características del habla de una ciencia, de una técnica o de un oficio. Recibe también el nombre de lengua de especialidad. Estas variedades se generan en la necesidad experimentada por las disciplinas científicas y técnicas de crear un léxico propio dotado de univocidad y de precisión que evite la ambigüedad y la vaguedad, tan presentes en el lenguaje común. Cada tecnolecto posee una terminologíapropia, es decir, un conjunto de términos con sentido específico, definidos no por el uso común sino por los especialistas de cada ciencia. Las terminologías suelen renovarse con neologismos (propios o importados) para designar las nuevas realidades, los nuevos conceptos. Como persiguen describir con precisión la realidad, el significado de los términos es denotativo, no connotativo; objetivo, no retórico ni figurado.

			La ciencia jurídica posee su propio tecnolecto, dotado de una terminología específica, propia de su ámbito. El mantenimiento de la precisión y el respeto a la univocidad de los términos jurídicos es de enorme importancia para el buen funcionamiento del derecho y de sus aplicaciones.

			La terminología jurídica española hereda muchas de sus voces de las fuentes en las que se inspira. El derecho romano nos ha legado muchos latinismos crudos o literales, tanto en voces simples, como en expresiones y regulae iuris: alibi, litis, petitum, factum, nasciturus, ab initio, ab intestato, a limine, ad litem, habeas corpus, in fraganti, ipso iure, sub iudice, de iure, ut supra, in dubio pro reo, de lege lata... Del latín derivan también términos jurídicos que han sido adaptados y asimilados a las normas de nuestra lengua: abolir, abrogar, abigeato, delito, usufructo, precario, beneficiario, comodato, carta magna, causahabiente, casación, corpus, dación, dilación, dolo, fedatario, interdicción, intestado, jurisconsulto, jurisdicción, latifundio, legado, mora, moratoria... Algunas han sido creadas modernamente sobre base latina, como sucede con uxoricidio. Adaptadas son también muchas palabras tomadas del griego: amnistía, enfiteusis, hipoteca, democracia, acracia, ológrafo... Perviven algunos términos del árabe: albacea, alevosía, alguacil, alquiler, arancel...

			Como el derecho español recibió profunda influencia del derecho francés, especialmente en el siglo XIX, el español jurídico ha heredado de este numerosos términos y expresiones que hoy constituyen parte de su alma léxica: aval, chantaje, cotizar, ejecutar, sabotaje, requisitoria, a mano armada, fuerza mayor, hecho consumado... En los últimos tiempos la lengua que más préstamos terminológicos ha aportado en el ámbito de la justicia, de la administración y de la economía es, sin duda, el inglés. Son anglicismos jurídicos boicot, trust...

			1.2	EL LENGUAJE JURÍDICO: MÁS QUE UN TECNOLECTO

			El lenguaje jurídico comparte algunos rasgos con el de la ciencia y de la técnica, como el propósito de lograr objetividad y precisión, el predominio del estilo denotativo y la existencia de una terminología propia. Sin embargo, otros rasgos lo sitúan más allá de los tecnolectos comunes. La terminología jurídica tiene raíces profundas en el derecho romano y se ha venido perfilando a lo largo de la Edad Media, el Renacimiento, la Ilustración y el constitucionalismo, hasta llegar a las fuertes influencias actuales del derecho de la Unión Europea. Pero lo específico de la variedad jurídica no se reduce a su terminología. Es singular en la enorme variedad de textos propios que genera (constituciones, tratados, leyes, reglamentos, sentencias, autos...), así como por la organización interna que presentan (macroestructura). Es singular asimismo en otros rasgos de discurso y de la construcción sintáctica: sus textos son el resultado de una técnica de redacción propia y poseen rasgos sintácticos y morfológicos muy característicos.

			Los textos legales se diferencian de los de otras disciplinas no solo en su variedad y organización, sino también en la finalidad. En los textos científicos tiene prioridad la función referencial. Por el contrario, los textos jurídicos poseen finalidad normativa y su función dominante es la apelativa: contienen mandatos vinculantes dirigidos a las instituciones públicas o a los ciudadanos. El emisor de los textos científico-técnicos es un autor o un grupo de investigación que hablan en primera persona y que son responsables de cuanto se afirma y argumenta. Los autores de los escritos jurídicos son normalmente instituciones establecidas para la atención de los intereses generales (Parlamentos, Gobiernos, comunidades autónomas...).

			Existe un hecho externo que contribuye a diferenciar el lenguaje jurídico del tecnolecto de algunas ciencias. El derecho es, a la vez, una disciplina teórica y una disciplina aplicada. El conjunto de manifestaciones que el derecho aplicado tiene en la sociedad posee una repercusión institucional, social, económica e individual que no se da en otras disciplinas. El contenido de los textos científicos interesa directamente al científico, mientras que el contenido de las normas jurídicas no solo atañe a los profesionales sino también al ciudadano.

			1.3	CARACTERES EXTERNOS

			La función normativa de los textos jurídicos, la relación que se establece entre las instituciones y el ciudadano, así como el rico sedimento de la historia, son los responsables de algunos de los rasgos más característicos de esta variedad del lenguaje, que se tratan a continuación.

			1.3.1	CARÁCTER ARCAIZANTE

			El lenguaje jurídico utiliza con frecuencia términos arcaicos, expresiones añejas y formulismos que no pertenecen al lenguaje común. Son sedimentos seculares que se han venido depositando en el uso y perpetuando en la redacción de los textos, y que ya no son comprendidos o resultan extraños al ciudadano medio. El problema no reside, en su mayoría, en los términos que definen conceptos, sino en la utilización de expresiones, giros, fórmulas, latinismos, arcaísmos... que confieren a los textos un vuelo estilístico muy alejado del uso llano. La concentración de arcaísmos, unida a la longitud excesiva de los párrafos entre puntos, hace que el lenguaje jurídico tienda a ser pesado, farragoso, oscuro e incluso críptico.

			Son arcaísmos frecuentes: afecto (‘adscrito, vinculado’), conducto (‘procedimiento’), asistir («el derecho que le asiste»), débito, debitorio, dignarse, elevar (‘dirigir un documento a un cargo superior’), decaer [en su derecho], diligencia, empero, susodicho, infraescrito, pago (‘paraje’), servirse + infinitivo («sírvase conceder»), adverar, aludir (‘mencionar concretamente’), antecedente (de hecho), decretar (‘resolver, deliberar, decidir’), dirimir (‘resolver’, ‘zanjar’), fehaciente, fundo (‘inmueble’), incoar [un expediente], lábil, levantar [acta], librar [un certificado], otrosí, pedimento, personarse (‘acudir en persona’), proveído, subsanación, tesitura (‘situación’), tenor [literal], vicio (‘defecto’)...

			Entre los formulismos, algunos se utilizan para referirse a personas que intervienen en los actos jurídicos o administrativos (el abajo firmante, el ahora recurrente, los susodichos, ante mí el secretario...) o para referirse a hechos (de lo que como secretario doy fe; lo que notifico; por esta mi sentencia...). Hallamos expresiones prepositivas singulares: en aras de, en base a, en calidad de, a falta de, en virtud de, a cuyos efectos, a los efectos de, a efectos de que, al amparo de, al objeto de, con relación a, con sujeción a, conforme a, Abundan otros tipos de locuciones y expresiones características de este lenguaje: [ante la misma] pende de resolución; a instancia de parte; a la mayor brevedad; para la debida constancia; para su conocimiento y efectos; en su defecto; en tal supuesto; del siguiente tenor; en tiempo y forma; tener por interpuesto [el recurso]; en el entendimiento de que; [lo fueron] en forma y plazo; en todo caso, teniendo por interpuesto; por medio de otrosí [interesaba que]; conforme a derecho; por esta nuestra sentencia; lo pronunciamos, mandamos y firmamos; en el mismo día de su fecha; lo que, como letrado de la Administración de Justicia, certifico; debemos rechazar y rechazamos [la causa], [incurre en] incongruencia omisiva; debo absolver y absuelvo [a los demandados]...

			El arcaísmo se muestra también en la estructura de los textos. La organización de los diversos escritos se atiene a modelos de redacción y de estilo ya alejados del uso moderno.

			
1.3.2	IMPERSONALIDAD


			Los textos legales y judiciales son producidos por un emisor institucional y van dirigidos a un destinatario que en muchas ocasiones es general o no está predeterminado; de ahí que intenten velar en lo posible las referencias personales y subjetivas. Por ello, son frecuentes:

			•	El uso de formas verbales impersonales y pasivas reflejas, que evitan la referencia a la primera persona: se resuelve, se da traslado, se modifica... 

			•	El recurso a expresiones que ocultan a los actores: procede, conviene, es de interés, es de justicia...

			•	El empleo casi exclusivo de la tercera persona, que evita la referencia al emisor y al destinatario. La primera persona apenas aparece, salvo cuando una autoridad realiza un acto jurídico: debo autorizar y autorizo; ante mí el secretario; yo, el rey...

			•	Las referencias a los actores que intervienen a través de sus funciones, sin rasgos identificativos. Para ello se acude a menudo a sustantivos deverbales: el acusado, el denunciante, el apelante, el declarante, el recurrente, el abajo firmante. Incluso la autoridad judicial se esconde o se refiere a sí misma con expresiones como el juzgado, este tribunal.

			•	La multiplicación de construcciones nominales, especialmente de sustantivos derivados de verbos, favorece asimismo la impersonalización, ya que suelen evitar la presencia del sujeto: el incumplimiento de estas disposiciones, la ejecución de la sentencia, la exacción del arbitrio sobre el incremento de los terrenos, la interposición de recurso, la tramitación del expediente...

			En la mayor parte de los casos, este tipo de expresiones se debe a la reiteración con que los poderes públicos tienen que resolver cuestiones semejantes.

			La personalización del documento se produce en el encabezamiento o a su término, donde se identifica el destinatario.

			1.4	RASGOS MORFOLÓGICOS Y SINTÁCTICOS

			Existen rasgos morfológicos y sintácticos que son prototípicos del lenguaje jurídico, como se expondrá a continuación.

			1.4.1	EL VERBO

			Son singulares algunas características verbales:

			•	Recurso a tiempos arcaizantes como el futuro del subjuntivo: si procediere, si hubiere ocasión, quien dijere lo contrario...

			•	Abundancia en algunos textos del imperativo sin referencia al agente: notifíquese, reúnanse, convóquese, dispónganse, particípese... Son imperativos prescriptivos: hágase, procédase, persónese, adviértase, retírese, confírmese...

			•	Uso del futuro con carácter de obligación (modalidad deóntica): El notificado se personará..., se hará público...

			•	Abuso de gerundios especificativos y de posterioridad (→ 6.5.2.5 y 6.5.2.1).

			•	Empleo del presente de indicativo con valor atemporal.

			•	En las disposiciones de los órganos encargados de tomar decisiones jurisdiccionales, es frecuente el uso de enunciados performativos. Por medio de ellos, un hablante autorizado en unas circunstancias dadas ejecuta una acción al emitir una fórmula (por lo general, incluye un verbo en primera persona). Si un sacerdote articula ante un neófito la expresión Yo te bautizo, está realizando un bautismo. Cuando, en las circunstancias apropiadas, un juez profiere expresiones como fallo, dispongo o condeno, por medio de esas palabras adopta una decisión, una disposición o una condena, o las ejecuta. Los enunciados performativos son responsabilidad del emisor, de ahí que aparezcan casi siempre en primera persona real (autorizo, lego, dono, fallo, dispongo, condeno, prohíbo, declaro, condeno, revoco...) o de respeto (autorizamos, condenamos, disponemos...). Aun así, la voluntad de ocultar el emisor hace que algunos enunciados de este tipo aparezcan con frecuencia en estructuras impersonales (Se levanta la sesión; Se inaugura el X Congreso de la SEL; Queda abierta la Expo; Visto para sentencia).

			•	Creación de verbos mediante sufijos característicos como -izar (formalizar, teorizar, liberalizar, tangibilizar...) o -iar (evidenciar, compendiar...). Estos sufijos tienden a crear palabras innecesarias más largas que aquellas de las que ya dispone la lengua: concretizar (concretar), complementarizar (complementar), ejercitar (ejercer)... (→ 1.4.7).

			•	Frecuencia de construcciones absolutas de participio (ablativos absolutos): previos los trámites legales, conclusas las actuaciones, acordado señalar día para el fallo en la presente casación, visto y oído el caso, practicadas las pruebas, una vez recibidas las actuaciones en esta sala y personadas ante ella las partes...

			•	Tendencia a sustituir verbos simples por circunloquios formados sobre verbos de significado genérico (verbos de apoyo): hacer manifestación (por manifestar), dar información (por informar), dar trámite (por tramitar), dar curso (por cursar), presentar recurso (por recurrir)...

			1.4.2	EL NOMBRE

			Aunque en el uso general de la lengua es frecuente la creación de nombres por derivación, existen formaciones que, por su frecuencia, por su creatividad y por el tipo de construcciones que desencadenan, son típicas del lenguaje jurídico. Estos son algunos de los sufijos más empleados para generar nuevas voces:

			-on/-ión. Generan muchísimos sustantivos de acción y de resultado: presunción (de inocencia), contradicción, (sala de) suplicación, impugnación, ratificación, celebración, autorización, tramitación, identificación, apelación, deliberación, desestimación, reclamación, devolución, anulación, justificación, antelación, inhibición, constatación, indemnización, violación, admisión, interposición, preparación, jurisdicción, expiración, desestimación...

			-dad: fiabilidad, credibilidad, irrazonabilidad, legalidad, indemnidad, excusabilidad, confiscatoriedad, inadmisibilidad, abusividad, demanialidad...

			-encia: sentencia, asistencia, persistencia, recurrencia, diligencia, solvencia, injerencia...

			-miento: requerimiento, pronunciamiento, reforzamiento...

			Es frecuente la presencia de términos delocutivos. Se denominan así los nombres que han sido creados a partir de un uso frecuente y repetido de una palabra o de una expresión: adiós procede de la despedida ¡A Dios!; pordiosero se crea a partir de la expresión por Dios y el sufijo -ero; enhorabuena es un nombre formado sobre la felicitación ¡En hora buena! En el lenguaje del derecho y de la Administración encontramos términos delocutivos como considerando, pagaré, exhorto, adeudo, recibo, recibí...

			Son asimismo muy comunes las siglas y los acrónimos, especialmente cuando se refieren a organismos y disposiciones legales (→ APÉNDICE 2).

			1.4.3	EL ADJETIVO

			Son numerosas las creaciones de adjetivos por derivación. Los sufijos más comunes empleados en el lenguaje jurídico son:

			-ado: demandado, delatado, tangibilizado, instrumentalizado, apelado...

			-al: presuncional, testifical, judicial, competencial, eventual, jurisdiccional, legal, laboral, casacional, contractual, (sentencia) referencial, moral, patrimoniales, procesal, judicial, (titular) dominical, jurisprudencial, procesal, procedimental, doctrinal, porcentual, educacional...

			-ante/-(i)ente. Algunosderivan de participios de presente latinos. En muchos casos se han sustantivado o poseen también usos nominales: querellante, obrante, concordante, demandante, denunciante, solicitante, dimanante, atenuante, agravante, recurrente, deponente, presidente, competente, eximente, agente, antecedente, premoriente, causahabiente...

			-ario: arbitrario, dinerario, consignatario, tributario, reglamentaria, subsidiario, prestataria, adjudicatario, arrendatario, peticionario, concesionario...

			-ble: afirmable, tangible, intangible, liberalizable, imputable, suprimible...

			-ivo: administrativo, lesivo, abusivo, punitivo, invasivo...

			-or: actor, morador, instructor, redactor...

			-orio: defraudatorio, estimatorio, probatorio, condenatorio, contradictorio, indemnizatorio, denegatorio, desestimatorio, indemnizatorio, monitorio, moratorio, remuneratorio, disuasorio...

			-oso: contencioso, litigioso, (argumento) vicioso...

			1.4.4	EL ADVERBIO

			Existen algunos usos adverbiales que, por su frecuencia o por su pervivencia, son típicos del lenguaje jurídico:

			•	Adverbios arcaicos: otrosí, amén, empero...

			•	Adverbios en -mente: excepcionalmente, debidamente, automáticamente, anualmente, concretamente, directamente, oportunamente, hipotéticamente, censurablemente, equivocadamente, correctamente, ejecutoriamente, efectivamente (‘realmente’), separada y reservadamente...

			1.4.5	LA PREPOSICIÓN

			Aparte de los esperables problemas en el cambio de régimen preposicional (que son comunes en todos los usos de la lengua), el lenguaje jurídico se caracteriza por:

			•	la abundancia de expresiones galicadas (→ 6.4.1);

			•	la tendencia a sustituir las preposiciones simples por giros prepositivos: en el seno de por en;

			•	los errores en el uso del régimen preposicional: ⊗en base a por con base en (→ LÉXICO).

			1.4.6	PREFIJOS Y ELEMENTOS COMPOSITIVOS

			Al igual que sucede con la derivación, existen muchas formaciones que se realizan por medio de prefijos. Son especialmente comunes las que significan negación de la base. Entre los elementos prepositivos empleados en el lenguaje jurídico, son frecuentes los siguientes:

			ante-: antedicho, antedeclarante, antefirma...

			anti-: antijurídico, anticonstitucional, antirreglamentario, antirrenovador...

			auto-: autoliquidaciones, autocontrato, autocracia, autodeterminación, autolesión, autopromoción, autotutela...

			contra-: contraprestación, contraparte, contrapropuesta, contramedida, contraquerella...

			des-: desamortización, desestimación, desestabilización, desacuerdo, despoblamiento, desasistimiento, desamparo, desconvocatoria, deslegalización...

			extra-: extrafiscales, extrajudicial, extracontractual...

			in-: incomparecencia, inacertado, inconcreción, indemnidad, irrazonabilidad, irrazonada o irrazonable, inexistente, inexcusable, incumplimiento, ilícito, incompetente (‘sin competencias’), interpuesto, inadmitir, inadmisibilidad, inconstitucionalidad, indefensión, inconsentida, incumplidor...

			pre-: precitado, prejuzgar, precontrato, predicción, prerrogativa...

			re-: reordenación, readmisión, realojo, recargo, reconvención, reextradicción, rehabilitación, reinserción, reincidente...

			retro-: retroactividad, retroefectividad, retrospección, retrocesión, retroconexión...

			1.4.7	SUFIJOS Y CREACIÓN DE DERIVADOS LARGOS

			Se constata en el lenguaje jurídico una tendencia a crear términos derivados mediante la adición de sufijos incluso en aquellos casos en los que la creación del nuevo término es innecesaria, pues la lengua dispone de términos más simples que tienen el mismo (o, al menos, muy semejante) significado: recepcionar (recibir), basamentar (basar), complementar (completar), circularizar (circular), concretizar (concretar), conflictividad (conflicto), influenciar (influir), inmediatividad (inmediatez), ejercitar (ejercer), obstruccionamiento (obstrucción), temática (tema), problemática (problema), planificar (planear), xenofobismo (xenofobia)...

			1.5	RASGOS DE ESTILO

			A continuación se recogen los principales rasgos de estilo que caracterizan el lenguaje jurídico:

			•	El lenguaje jurídico, especialmente el que se desarrolla en escritos como las sentencias, presenta con bastante frecuencia un estilo acumulativo, de párrafos largos llenos de enumeraciones, perífrasis, circunloquios, frases hechas, redundancias...

			•	En ocasiones, el estilo es desordenado, confuso, monótono, farragoso y de difícil legibilidad.

			•	Abundan las expresiones explicativas, guiadas por un deseo obsesivo de matizar bien los significados.

			•	Proliferan los incisos que aluden a disposiciones legales. Su finalidad es lograr mayor precisión y fundamentar las justificaciones y los argumentos. Pero cuando la referencia legal aparece in extenso y además se incluye el texto citado literalmente, el punto se alarga de forma ilimitada y es causa de que los textos resulten abstrusos e incomprensibles.

			•	Son comunes los párrafos largos y complejos, formados por una maraña de oraciones coordinadas y subordinadas. Es motivo de que algunos escritos jurídicos sean difíciles de leer y de comprender.

			•	Su estilo culto puede resultar distante y frío a causa de la abundancia de tecnicismos y latinismos, así como por su compleja sintaxis.

			•	Optan por una prosa conservadora y arcaizante, que se manifiesta en su léxico, en sus expresiones estereotipadas y en formas verbales obsoletas, como el futuro de subjuntivo.

			•	Se recurre a giros retóricos y formularios de otros tiempos, que, por ser obsoletos y pomposos, dotan al lenguaje jurídico de un tono ritual, muy alejado de la forma de expresarse los ciudadanos.

			•	Se acude con mucha asiduidad a las construcciones absolutas de participio: transcurrido el plazo, informados los comparecientes, visto el expediente; y de gerundio: habiéndose personado el testigo, siendo oído el acusado.

			•	Abundan los hipérbatos, a veces forzados y generalmente innecesarios, como las anteposiciones de adjetivos al nombre que, sin ser agramaticales, resultan extrañas en el uso común de la lengua: el suprimido decreto, la expresada prohibición, el susodicho demandante, la referida norma...

			•	Prolifera el uso de adjetivos encadenados: cláusulas jurídicas generales, obstrucción legal arbitraria y burocrática entorpecedora.

			•	Abundan las construcciones reiterativas con carácter enfático: debo condenar y condeno; es nuestro deber notificar y notificamos...

			•	Se registran muchas repeticiones sinonímicas: se personen y comparezcan; serán nulos y carecerán de validez; daños y perjuicios; riñas o pendencias; abogado o letrado; actor y demandante; premios, recompensas, subvenciones, auxilios o préstamos; cargas y gravámenes; inspección y vigilancia; se cita, llama y emplaza; paradero o situación; debo condenar y condeno; así lo pronuncio, mando y firmo. En principio, poseen la finalidad de realzar lo expresado, pero, alargando y alargando, el estilo se resiente.

			•	En la misma línea, abundan las expresiones redundantes. Se componen normalmente de dos términos que incluyen total o parcialmente la misma información: idénticamente iguales, idiosincrasia propia, divisas extranjeras, prever con antelación.

			El resultado de todos estos rasgos estilísticos cristaliza en textos que no solamente resultan extraños para el ciudadano al que van dirigidos, sino también difíciles de seguir por los profesionales, incluso en una lectura atenta. Este carácter incomprensible y hermético resulta contradictorio con su finalidad. Si la norma jurídica afecta a todos los ámbitos de la vida individual y social de los ciudadanos, lo esperable es que, cuando menos, sean inteligibles. No puede cumplir su función ni gozar de prestigio una justicia que no se comprende.

		

	
		
			
CAPÍTULO 2
Hacia un lenguaje jurídico claro


			2.1	EL FRACASO COMUNICATIVO

			Hablar es comunicar. La comunicación se consuma cuando el interlocutor comprende no solo lo que el emisor de un mensaje le dice, sino también lo que le quiere decir; esto es, cuando logra descifrar no solo el significado literal del mensaje, sino también el sentido (lo intencional y lo contextual) de lo que se transmite. Si este proceso no se culmina, se produce el fracaso comunicativo.

			En la interpretación de las normas jurídicas se tiene especialmente en cuenta el significado, el contenido objetivo, recto y literal de las palabras y de los enunciados. Sin embargo, en ciertas ocasiones resulta necesario acudir a datos contextuales e incluso a la intención del legislador.

			2.2	NORMAS DISCURSIVAS

			Para cumplir con su función en el discurso, los textos, además de atenerse a las reglas de la gramática, de la ortografía y del léxico, han de satisfacer positivamente algunos valores como son la coherencia, la adecuación, la claridad, la cortesía, la relevancia, la propiedad, la economía, la precisión...

			La sociedad castiga su violación con calificaciones negativas como incoherente, inadecuado, oscuro, confuso, desordenado, soez, inconveniente, maleducado, machista, racista, violento, soberbio, presuntuoso...

			La coherencia es la propiedad interna del texto que se origina en la trabazón entre sus partes. Gracias a esta congruencia, lo percibimos como un todo, como una unidad.

			La adecuación es una propiedad de un texto por medio de la cual este se ajusta a sus fines y a las exigencias contextuales. Un discurso es inadecuado cuando no se adapta al nivel de lengua o a la capacidad de comprensión del destinatario, cuando choca con las normas sociales del contexto en que se genera, cuando no se acomoda a la finalidad que se persigue, cuando rompe con el nivel de formalidad exigida por el entorno, cuando no respeta la corrección demandada por el grupo social, cuando vulnera las creencias personales, cuando viola las normas de cortesía y de urbanidad, etc.

			La claridad es uno de los rasgos más importantes en la adecuación de los textos jurídicos. En apoyo de esta propiedad ha surgido en los últimos decenios un movimiento universal dentro de la teoría del derecho.

			2.3	LA CLARIDAD EN EL LENGUAJE JURÍDICO

			2.3.1	LOS PRINCIPIOS

			En la teoría jurídica de todos los tiempos destaca un principio del derecho romano: «Las leyes deben ser comprensibles por todos» (Leges intellegi ab omnibus debent). Formulaciones semejantes las hallamos en otros aforismos antiguos: In legibus magis simplicitas quam difficultas placet («En las leyes es preferible la simplicidad a la complejidad»); Simplicitas legibus amica («La simplicidad es amiga de las leyes»).Ya el rey Alfonso X defendió esta cualidad en sus obras jurídicas más relevantes:

			Todo lo que saliere de la ley, que lo entiendan luego todos los que lo oyeren, é que lo sepan sin toda dubda, é sen nenguna gravedumbre (Fuero Juzgo, lib. I, tít. I, ley VI).

			Cumplidas deuen ser las leyes, e muy cuidadas, e catadas, de guisa que sean con razón, e sobre cosas que puedan ser, segund natura, e las palabras dellas que sean buenas e llanas e paladinas, de manera que todo hombre las pueda entender e retener. E otrosí, an de ser sin escatima e sin punto: porque no puedan de el derecho sacar razón tortizera: por su mal entendimiento, queriendo mostrar la mentira: por verdad: o la verdad, por mentira: e que non sean contrarias las vnas de las otras (Partida Primera, título I, ley VIII).

			Y no solo deben ser escritas con la claridad suficiente para que los destinatarios las entiendan, sino que deben ser interpretadas según el sentido propio de sus palabras, forjado por el uso común (Non ex opinionibus singulorum, sed ex communi usu nomina exaudiri debent, «Las palabras no deben interpretarse de acuerdo con las opiniones de cada uno, sino de acuerdo con el uso común»).

			La preocupación por la redacción correcta de las leyes y la utilización precisa del lenguaje alcanza, en el plano de las ideas, la máxima expresión en el libro XXIX de El espíritu de las leyes de Montesquieu (titulado «De la manière de composer les lois»), donde se recomienda un estilo de redacción conciso, que utilice las palabras que los hombres emplean habitualmente en su lenguaje ordinario, evitando las expresiones vagas y el lenguaje metafórico, figurado o las cláusulas abiertas. Bentham expuso preocupaciones semejantes en algunas de sus obras esenciales. Estos principios serían acogidos por las revoluciones liberales, y tratarían de imponerse en la práctica de la codificación a partir del Código Napoleónico de 1804.

			Nuestro Código Civil asumió también, a finales del siglo XIX, estas ideas. Su preocupación por las palabras luce en la regla recogida en el artículo 3.1:

			Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos, y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquellas.

			2.3.2	LOS HECHOS

			Sin embargo, la realidad no puede hallarse más alejada de este propósito. Los textos legales, judiciales y también los administrativos se ven invadidos por una terminología especializada y están redactados con bastante frecuencia en un estilo complejo, críptico, difícil de leer y de comprender. No es infrecuente que un ciudadano reciba una notificación escrita en un lenguaje del que solo reconoce el tono imperativo y terminante, sin que logre entender el sentido de la comunicación, los trámites a que tiene que someterse o los procedimientos de que dispone para reclamar o relacionarse con el órgano del que procede el escrito.

			Y, sin embargo, nunca deberían existir obstáculos lingüísticos para que el ciudadano comprenda los textos que le imponen obligaciones o le reconocen derechos, sean leyes, sentencias o resoluciones administrativas. Algunas materias como la medicina, criticada siglos atrás por su lenguaje hermético, explican hoy a pacientes y familiares los pormenores de sus dolencias y enfermedades con un lenguaje más diáfano. Del mismo modo, los medios de comunicación se afanan por explicar de forma inteligible cuestiones científicas como los vaivenes del tiempo meteorológico, de la vida de los animales y de las plantas, de la geología terrestre, de la evolución, etc.

			2.3.3	LA UNIVERSALIZACIÓN DE LA EXIGENCIA DE CLARIDAD EN EL LENGUAJE JURÍDICO: APLICACIONES EN ESPAÑA

			2.3.3.1	Manifestaciones del movimiento

			Aunque existen otros antecedentes, fue en torno a los años setenta de la centuria pasada cuando aparecieron en Estados Unidos, Canadá, Suecia y el Reino Unido las primeras propuestas en defensa de un lenguaje jurídico claro (Plain Language Campaign). Entre las propuestas que se hacían para combatir la expresión oscura de las leyes y la redacción difícil de entender de los textos judiciales y administrativos, se encontraba tratar de adecuar el lenguaje jurídico a la lengua ordinaria de los ciudadanos; emplear una sintaxis simple, con oraciones cortas y bien ordenadas, y alejarse, en lo posible, de tecnicismos, latinismos y arcaísmos.

			El movimiento ha llevado consigo, en todos los Estados de derecho avanzados, por un lado, la introducción de medidas conducentes a la mejora de la calidad y, sobre todo, claridad, previsibilidad y fácil comprensión de la legislación, y, por otro, la aprobación de planes, programas y normas destinadas a la mejora de la calidad lingüística de los textos judiciales y administrativos. El objetivo se centra en evitar no solo la opacidad y la falta de claridad en el lenguaje de los documentos jurídicos de cualquier clase, sino también la frialdad, el distanciamiento e incluso la descortesía.

			2.3.3.2	Proyecciones sobre la calidad lingüística de las normas

			En el Congreso de los Estados Unidos se estableció, mediante la Revenue Act de 1918, el Legislative Drafting Service, que cuenta con un departamento en cada una de las cámaras del Congreso, en el que participa mejorando la calidad de las normas a lo largo de todo el procedimiento de preparación. En el Parlamento británico existe, desde 1869, la Office of Parlamentary Counsel,que depende del departamento del Tesoro, y que elabora, junto con otros organismos, manuales y guías para la correcta formulación de las políticas públicas. En los países anglosajones está muy extendida la práctica de las guías y manuales de buena legislación (Clear Drafting Manual o Legislation Handbook), elaboradas también en algunos organismos especializados como la Office of Best Practice Regulation.

			En Alemania se reforzaron estas prácticas en los años ochenta con el Cuestionario sobre necesidad, efectividad e inteligibilidad de los proyectos normativos federales, aprobado el 11 de diciembre de 1984 (Prüffragen zur Notwendigkeit, Wirksamkeit und Verständlichkeit von Rechstsetzungsvorhaben des Bundes), a partir del cual se han aprobado diversos reglamentos y manuales de procedimiento para elaboración de las normas.

			En Francia se consolidaron en 1993, y han ido mejorándose, las reglas de redacción de textos contenidas en la Circulaire relative aux règles d’élaboration, de signature et de publication de textes au Journal officiel et à la mise en oeuvre de procédures particulières incombant au Premier ministre. El 12 de mayo de 2009 se aprobó la Ley de simplificación y clarificación del derecho y de aligeramiento de los procedimientos.

			En Italia los criterios y reglas que rigen la elaboración de los proyectos se compendiaron en las circulares de la Presidencia del Consejo de Ministros de 20 de abril y 2 de mayo de 2001, y en sede parlamentaria existe el Comimato per la Legislazione, que se ocupa de la calidad de la legislación, y una Commissione Parlamentare per la Semplificazione della Legislazione.

			En el ámbito normativo de la Unión Europea son también de finales del siglo pasado las primeras medidas en materia de calidad normativa y simplificación del ordenamiento, pero las instituciones han progresado sucesivamente en los programas denominados Legislar mejor (desde la Comunicación de 14 de noviembre de 2006, se formula un informe anual al respecto). Y proliferan ahora las comunicaciones sobre «normativa inteligente» en la Unión Europea, desde la Comunicación 2010/543 a la denominada Legislar mejor para obtener mejores resultados, aprobada el 19 de mayo de 2015.

			La mejor expresión de la importancia de la claridad de las normas está, sin duda, en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que interpreta el artículo 7 del Convenio de 1950. Su doctrina, que sigue puntualmente nuestro Tribunal Constitucional (por ejemplo, STC 133/1987, 196/1991 y 25/2002), establece que las normas que fijan obligaciones y sanciones no pueden considerarse leyes si no están redactadas con suficiente precisión. Una ley que no cumpla con el requisito de la precisión puede ser considerada inconstitucional, y también contraria al convenio europeo mencionado.

			2.3.3.3	Situación en España

			La regulación de los procedimientos de elaboración de las normas se ha desarrollado en España desde la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958. Las escuetas previsiones de esta ley fueron ampliadas por otras posteriores a partir de la Ley 50/1997, de organización, competencia y funcionamiento del Gobierno. Algunas de ellas se han dirigido a evaluar el impacto de las nuevas leyes sobre el principio de igualdad efectiva de hombres y mujeres (Ley 30/2003 y Ley Orgánica 3/2007) o su repercusión sobre otras normas, las competencias de otros órganos y los efectos de cada nueva disposición (a este efecto se aprobó, por acuerdo de Consejo de Ministros de 11 de diciembre de 2009, una extensa Guía metodológica para la elaboración de la memoria de análisis de impacto normativo).

			En los últimos años, diversas leyes han incidido en la mejora de la calidad de las normas. Destacan las previsiones de la Ley 2/2011, de economía sostenible; de la Ley 9/2013, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, y de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado. Una ambiciosa compilación y mejora de las regulaciones anteriores ha sido llevada a cabo por las leyes 39 y 40/2015, que regulan, respectivamente, el procedimiento administrativo común de las Administraciones públicas, y el régimen jurídico del sector público. Declaran inspirarse en la normativa europea e internacional en materia de calidad legislativa, al regular los procedimientos de elaboración de normas, y recogen los precedentes antes indicados.

			La práctica totalidad de las comunidades autónomas han aprobado también disposiciones, programas y manuales sobre técnica normativa.

			2.3.3.4	Aplicaciones a los textos judiciales

			El Libro blanco de la Justicia del Consejo General del Poder Judicial (1997) propone que las respuestas a los ciudadanos se realicen «en lenguaje claro y preciso, de forma que pueda comprenderse sin dificultad».

			La defensa de la claridad en los textos jurídicos halló pronto un fundamento jurídico a los motivos en los que se sustentaban las campañas del plain language. No se trata solo de una mejora estilística, sino que se sustenta en un nuevo derecho: el derecho a comprender.

			El Foro Justicia como Servicio Público (1999) aprobó la carta Derechos de los ciudadanos ante la Administración de Justicia, que se expresaba así:

			El ciudadano, por razón de dignidad, tiene derecho a que la relación con los órganos jurisdiccionales esté presidida por la puntualidad, corrección en el trato, la cortesía, el trato igualitario y el respeto. Para ello, la relación se llevará a cabo con lenguaje asequible y claro, que lo haga comprensible, que evite la falta de información y las expresiones inconvenientes u ofensivas. En tal sentido, las citaciones y llamamientos a los ciudadanos para cualquier acto en los órganos judiciales deberán contener una clara descripción del motivo, alcance de los mismos, así como en los casos que proceda, poder acudir mediante representación.

			El 22 de abril de 2002, el Pleno del Congreso de los Diputados aprueba por unanimidad la Carta de Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia, una proposición no de ley en la que se explicita el derecho del ciudadano a comprender el lenguaje de los documentos o de los actos con los que a él se dirige la Justicia:

			5. El ciudadano tiene derecho a que las notificaciones, citaciones, emplazamientos y requerimientos contengan términos sencillos y comprensibles, evitándose el uso de elementos intimidatorios innecesarios.

			6. El ciudadano tiene derecho a que en las vistas y comparecencias se utilice un lenguaje que, respetando las exigencias técnicas necesarias, resulte comprensible para los ciudadanos que no sean especialistas en derecho.

			7. El ciudadano tiene derecho a que las sentencias y demás resoluciones judiciales se redacten de tal forma que sean comprensibles por sus destinatarios, empleando una sintaxis y estructura sencillas, sin perjuicio de su rigor técnico.

			En el Plan de Transparencia Judicial, aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros de 21 de octubre de 2005, se plantea como objetivo:

			… obtener una justicia comprensible, tanto en las comunicaciones escritas como en las vistas o comparecencias y en las propias resoluciones judiciales.

			Las Recomendaciones de la Comisión de Modernización del Lenguaje Jurídico, constituida por iniciativa del Ministerio de Justicia (2011), sitúan en la base de su informe el derecho a comprender:

			La claridad debe inspirar el sistema de justicia como servicio público en nuestro marco constitucional. Una justicia adecuada a nuestro tiempo debe expresarse con precisión técnica y claridad. La modernización de la justicia va más allá del uso intensivo de las nuevas tecnologías o de la organización de los recursos. Una justicia moderna es una justicia que la ciudadanía comprende. La ciudadanía tiene derecho a comprender, sin necesidad de un «traductor», las comunicaciones verbales o escritas de los profesionales del derecho. Un mal uso del lenguaje por parte de estos profesionales genera inseguridad jurídica e incide negativamente en la solución de los conflictos sociales.

			La mejora en la claridad del lenguaje jurídico requiere el compromiso tanto de los profesionales del derecho como de las propias instituciones implicadas. Por ello, las presentes recomendaciones se dirigen por un lado a los profesionales y por otro a aquellas. De esta forma, se sientan las bases para un futuro plan de trabajo conjunto.

			La comisión proponía varios paquetes de medidas para afrontar un problema arraigado a lo largo de los siglos:

			a.	Recomendaciones para los profesionales. Se trata de un conjunto de consejos lingüísticos y textuales destinados a evitar los errores clásicos del lenguaje jurídico.

			b.	Recomendaciones para las instituciones. «El principal escollo al que se enfrenta la claridad del lenguaje jurídico es que la formación de los juristas genera desde su inicio determinados hábitos y prácticas que con los años son difíciles de eliminar». Por ello, aconseja que tanto en la formación universitaria, como en todos los escalones de acceso a la Administración judicial, sea una competencia evaluable la capacidad de redactar textos jurídicos claros y comprensibles. Aboga asimismo por una educación legal continua.

			c.	Acercamiento del lenguaje jurídico a la población estudiantil.

			d.	Insistencia en el papel mediador y educativo que ha de alcanzar la prensa en el ámbito del derecho.

		

	
		
			
SEGUNDA PARTE
Textos y tipos de discurso en el lenguaje jurídico


		

	
		
			
CAPÍTULO 3
Géneros y discursos jurídicos


			3.1	GÉNEROS JURÍDICOS

			3.1.1	TEXTOS JURÍDICOS

			Se aplica, en general, la denominación de texto jurídico a todo escrito relacionado con las normas legales o con la administración de la justicia. En el ordenamiento jurídico español los textos jurídicos son de carácter normativo, jurisdiccional, administrativo y doctrinal.

			•	Normativos. Presentan una tipología variada: la Constitución es la ley suprema que, a su vez, habilita la producción de otras normas. La adhesión a la Unión Europea implica el reconocimiento de eficacia a todos los tratados y normas emanadas de sus instituciones. Nuestros órganos legislativos (Cortes Generales y asambleas legislativas de las comunidades autónomas) producen diversas clases de leyes. Los Gobiernos, tanto el estatal como los autonómicos, pueden, en determinadas circunstancias, dictar normas con rango de ley (decretos leyes y decretos legislativos) y disponen ordinariamente del poder reglamentario que les permite aprobar normas de categoría inferior a la ley. También ostentan poder reglamentario determinadas instituciones administrativas y, sobre todo, los ayuntamientos y otros órganos de las entidades locales.

			•	Jurisdiccionales. Son textos relacionados con el desarrollo práctico de la justicia en cualquiera de sus ámbitos (civil, penal, contencioso-administrativo, mercantil o social). Son muy variados y pueden emanar de distintas fuentes (sobre todo, jueces y magistrados, así como fiscales y abogados que intervienen en el proceso). Por sus analogías formales suelen incluirse en este grupo los textos relacionados con procedimientos de arbitraje.

			•	Jurídico-administrativos. Son producidos por organismos o instituciones que forman parte de cualquiera de las Administraciones públicas (del Estado, las comunidades autónomas o de las entidades locales), así como por los administrados en sus múltiples relaciones con ellos.

			Se suelen excluir de la categoría de textos jurídicos los de naturaleza doctrinal, salvo que se trate de escritos procesales, pericias o dictámenes con relevancia en los procesos judiciales o en cualquier actuación relacionada con la preparación o interpretación de las normas. Doctrinales, en sentido estricto, son los tratados, manuales, monografías y ensayos que abordan cuestiones generales de la ciencia del derecho o sostienen tesis, interpretaciones o propuestas en relación con problemas del ordenamiento jurídico.

			3.1.2	GÉNEROS JURÍDICOS

			Son tipos o conjuntos que agrupan los textos jurídicos según determinados rasgos: macroestructura, organismo o fuente de la que emana, finalidad...

			3.1.2.1	En función de su macroestructura

			Los textos jurídicos están formados por partes articuladas de forma sistemática, ordenadas normalmente en secuencia y definidas cada una por rasgos propios que responden a las siguientes propiedades:

			a.	La información que ofrecen o el tema que desarrollan (hechos probados, fundamentos de ley...).

			b.	Su finalidad: presentar a los interesados en una causa y su papel en ella, dictar la resolución en una sentencia, etc.

			c.	Su forma. A veces, una sección está marcada o representada por una fórmula: dispongo, resuelvo, considerando, etc.

			La macroestructura suele estar fijada por la tradición. En ocasiones, interviene la legislación para determinar las partes esenciales de la estructura de cada género e incluso detalles de su presentación. En España, las Directrices de técnica normativa, aprobadas mediante acuerdo del Consejo de Ministros, regulan estos aspectos en los textos legales. Todo ello aporta personalidad y homogeneidad a los géneros. Casi todos los géneros (al menos los más relevantes) tienen fijada una macroestructura, como puede verse en los siguientes ejemplos:

			a.	La sentencia de un proceso civil consta de las siguientes partes:

				1. Encabezamiento.

				2. Antecedentes de hecho.

				3. Fundamentos de derecho.

				4. Fallo.

				Las sentencias de lo penal incluyen además el apartado llamado «hechos probados».

			b.	La macroestructura de un auto consta de los siguientes apartados:

				1. Encabezamiento.

				2. Hechos (numerados).

				3. Razonamientos jurídicos (también numerados).

				4. Parte dispositiva (sigue a la fórmula dispongo).

			c.	La macroestructura del exhorto se halla fijada por la LEC (art. 172):

				1. Designación de los tribunales exhortante y exhortado.

				2. Indicación del asunto que motiva la expedición del exhorto.

				3. Designación de las personas que sean partes en el asunto, así como de sus representantes y defensores.

				4. Indicación de las actuaciones cuya práctica se interesa.

				5. Si hubiera plazo, indicación de la fecha en que este finaliza.

				6. Expresa mención los documentos que acompañan al exhorto.

			d.	La macroestructura tipo de una ley suele constar de los siguientes apartados:
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